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DERECHO DE PETICIÓN – CARENCIA DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. No puede entonces negarse la razón que le asistía al instaurar la tutela, porque al momento de interponer la tutela no se le había dado respuesta a su requerimiento, ya que se indica que debe allegarse la documentación necesaria para proceder al estudio de lo solicitado, pero  lo que ahora se aprecia es que tal situación se encuentra debidamente satisfecha, a consecuencia de lo cual es necesario indicar que se ha  configurado un hecho superado en ese sentido. DERECHO DE OBJECIÓN DE CONSCIENCIA Y DEBIDO PROCESO - NIEGA. [D]e acuerdo con lo consignado en la sentencia C-729/09 para que pueda hacerse efectivo el derecho fundamental a la objeción de conciencia como causal de exoneración del servicio militar, debe probarse que existe un profundo, fijo y auténtico dictamen de conciencia, una convicción profunda que impida cumplir el deber, lo cual se hace necesario demostrar con la documentación pertinente. Lamentablemente, una situación tan particular tiene que ser acreditada en formar personal por quien considera estar inmerso en dicha causal, y en el asunto sometido a estudio, como ya se indicó, la solicitud fue presentada por el progenitor del soldado, y no directamente por él. A lo anterior se suma, que el joven al momento de firmar el acta de compromiso no hizo ninguna manifestación sobre dicho tema, como se evidencia en la copia de la misma aportada por el Distrito Militar N°22. En esas condiciones, tal como se indicó por el Segundo Comandante del  Batallón Especial Energético Vial N° 1, debe contarse con el consentimiento del reclutado para proceder al trámite consiguiente, y una vez acreditados esos singulares requisitos, se accederá a su desincorporación. Acorde con lo anterior, no encuentra la Sala que sea indispensable la intervención del juez constitucional, puesto que actualmente se está adelantando el trámite pertinente para determinar la viabilidad de la petición invocada; por tanto, se no se advierte la vulneración de los derechos al debido proceso y a la objeción de conciencia, y en consecuencia se negará el amparo deprecado.
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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor REINEL ANTONIO SOSA BEDOYA en calidad de agente oficioso de su hijo MIGUEL ANTONIO SOSA GONZÁLEZ, contra el Ejército Nacional de Colombia-Dirección de Reclutamiento y Control de Reservas.

2.- SOLICITUD 

Lo consignado en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) en mayo 16 de 2017 el joven MIGUEL ANTONIO SOSA GONZÁLEZ fue reclutado por el Distrito Militar N° 22 de Pereira sin previa citación, y en la misma fecha fue incorporado y trasladado al Distrito Militar de Saravena (Arauca) para prestar el servicio militar; (ii) en mayo 31 de 2017 el señor REINEL ANTONIO SOSA BEDOYA, padre del MIGUEL ANTONIO, interpuso derecho de petición ante el primero de los citados distritos, en el que se solicitó el desacuartelamiento de su descendiente en atención a que éste es Ministro Evangelista de tiempo completo de la Iglesia Dios Vivo desde noviembre 10 de 2016, el cual pese han pasado 30 días no ha sido contestado, con lo cual se quebranta esa garantía fundamental; (iii) desde temprana edad su hijo manifestó su deseo de consagrar su vida al servicio religioso, toda vez que nació en una familia cristiana, por lo que nunca manifestó el interés de aprender a usar armas o pertenecer a una institución militar, sino por el contrario seguir el modelo de Jesucristo como pacificador, de conformidad con lo cual su vocación y entrega están soportadas en una convicción profunda -cita apartes de las sentencia C-728/09 y T-018/12-, y tiene todo el fundamento para declararse objetor de conciencia. 

De acuerdo con lo anterior solicita tutelar sus derechos a la libertad de conciencia, petición y debido proceso; y, en consecuencia, ordenar al Ejército Nacional de Colombia-Distrito Militar de Saravena Arauca y/o Distrito Militar 22 Batallón San Mateo de Pereira, el desacuartelamiento de su descendiente, la definición de su situación militar sin dilaciones, para que se impidan nuevos reclutamientos.
3.- CONTESTACIÓN

- EL Comandante de la Quinta Zona de Reclutamiento, informó que de acuerdo con lo consignado en el Sistema Informativo de Reclutamiento FENIX -anexa reporte-, el joven MIGUEL ANTONIO SOSA GONZÁLEZ fue incorporado por el Distrito Militar N°30 perteneciente a la Octava Zona de Reclutamiento, y no por el Distrito Militar N°53, debido a lo cual no existe legitimación por pasiva respecto de las dependencias a su cargo, y por ende no han vulnerado derecho fundamental alguno, lo que evidencia una imprecisión en la vinculación. 
En lo atinente al derecho de petición al que hace alusión el accionante, tampoco fue radicado en esta entidad, por tanto, tampoco son competentes para pronunciarse al respecto, por lo que el mismo debe ser contestado por el Distrito Militar N° 22 o donde fue interpuesto.

Por lo anterior, solicita la desvinculación del Distrito Militar N°53 y de esa Zona de Reclutamiento.

- El Comandante del Distrito Militar N° 22 indicó que una vez buscado el nombre del agenciado en el Sistema de Reclutamiento FENIX, se encontró que contrario a lo referido por el actor, el joven fue incorporado por acta de mayo 16 de 2017 y entregado mediante acta de la misma fecha al Batallón BAEEV01 “General Juan José Neira”.

De igual forma, que al momento de ser incorporados a los jóvenes se les pone de presente las causales que los eximen de la prestación del servicio militar; sin embargo, sus manifestaciones deben estar sustentadas en documentos que permitan a las autoridades corroborar la información que se brinda, pero en este caso el joven no indicó ni allegó documentación alguna que permitiera a esa unidad verificar la situación hoy argumentada, ya que es necesario que lo expuesto en ese sentido por los conscriptos esté sustentado, pues de no ser así, cada ciudadano que no desee cumplir con su deber de prestar el servicio militar lo evadiría con simples manifestaciones.
Una vez el joven se entregó al referido batallón, esa unidad pierde su competencia, quedando esta en cabeza de la unidad táctica en la que se encuentra el referido ciudadano, de conformidad con lo consagrado en el artículo 17 del Decreto 2048/93, a la cual le corresponderá efectuar el desacuartelamiento en caso de que sea ordenado por el despacho.
Refiere que de acuerdo a lo establecido en el artículo 10 de la Ley 48/93 todos los varones colombianos al cumplir su mayoría de edad tienen el deber de definir su situación militar, y pese a que MIGUEL ANTONIO SOSA GONZÁLEZ cumplió los 18 años en noviembre 21 de 2016, solo hizo su inscripción con ese propósito en mayo 01 de 2017, y con antelación no había realizado ningún trámite para ello ni para el reconocimiento de la presunta exención como objetor de conciencia.

La solicitud en ese sentido debe realizarse por escrito en forma previa y de manera individual ante el Comandante del Distrito, con los siguientes requisitos: (i) nombres y apellidos completos del solicitante, su representante y/o apoderado, con indicación del documento de identidad y dirección de notificación; (ii) el objeto de la petición; (iii) las razones externas, profundas, fijas y sinceras que justifiquen la existencia de convicciones o creencias que lo lleven a presentarla; (iv) la relación de documentos o medios de prueba que la respalden - reconocimiento de personería jurídica emitida por el Ministerio del Interior de la iglesia a la cual pertenece, otorgamiento de poder especial del representante legal de la iglesia a quien la representa en el país, certificación de los estudios que esté adelantando en la iglesia, emitida por el representante legal o el representante de ésta-; y (v) copia de la cédula de ciudadanía.
Una vez que la totalidad de los documentos son revisados, se hace una entrevista para evaluar la veracidad de las razones expuestas, la cual se lleva a cabo con un representante del Ministerio Público, el psicólogo del comité de aptitud psicofísica y el asesor de la zona de reclutamiento a la que pertenezca el objetor, y el Comandante del Distrito Militar al que haya quedado inscrito, en la que se le podrán realizar las preguntas que se estimen convenientes, y el reconocimiento de la citada condición está íntimamente ligada a que se acredite con la documentación allegada y la validación de la misma.
En relación con el derecho de petición, indica que el mismo fue resuelto en julio 13 del presente año, y notificado al correo electrónico motato1981@gmail.com -anexa soporte-.
De aceptarse la objeción de conciencia, quedaría pendiente culminar su proceso de definición de la situación militar, mediante la liquidación de la cuota de compensación, en consonancia con lo consagrado en el artículo 1 de la Ley 1184 de 2008, la cual tiene sustento en los haberes del núcleo familiar del interesado o de aquel de quien demuestre depender económicamente, soportado con la documentación contenida en los artículos 8 y 9 del Decreto 2124/08, y una vez expedidos los recibos respectivos, de dicha cuota, de las multas si hay lugar a ellas, y del costo de la elaboración, se proceda a su cancelación, y luego a la expedición de la libreta militar del ciudadano.

Solicita desvincular a esa dependencia de la actuación y despachar desfavorablemente el amparo, al no haber incurrido en vulneración de los derechos.

- El Oficial Sección Jurídica de la Dirección de Personal del Ejército Nacional, luego de referir la normativa que regula la prestación del servicio militar, la obligación de definir la situación militar por parte de los ciudadanos mayores de edad,  y las exenciones en tiempo de paz para la prestación de dicho servicio –artículos 216 CN. Artículo 3, 10  y 209 de la Ley 48/93-, indica que en este caso respecto de la objeción de conciencia, de acuerdo con lo establecido en la sentencia C-728/09 -transcribe el aparte pertinente-, se evidencia que el señor MIGUEL ANTONIO SOSA GONZÁLEZ carece de las manifestaciones externas y comprobables, profundas, fijas y sinceras, que se indican en el citado pronunciamiento, teniendo en cuenta que la solicitud de desacuartelamiento la hace su progenitor y no él mismo, por lo que solicita despachar desfavorablemente el amparo.
- El Ejecutivo y Segundo Comandante del Batallón Especial Energético Vial N°1 indicó que de acuerdo con el artículo 28 de la Ley 48/93 literal a, están exentos del servicio militar en tiempo de paz, con la obligación de inscribirse y pagar cuota de compensación militar en tiempo de paz, con la obligación de inscribirse y pagar cuota de compensación militar, los clérigos  y religiosos de acuerdo a los convenios concordatorios vigentes, así mismo, los similares jerárquicos de otras religiones o iglesias dedicados permanentemente a su culto.
Señaló que los soldados que se encuentren inmersos en esa situación, deberán elevar solicitud escrita al comandante de la unidad a la que se encuentren incorporados, en la que manifiesten su voluntad de adelantar el proceso adjuntando copia de su documento de identidad, y las solicitudes que ingresan por terceros serán avaladas siempre y cuando se cuente con la autorización expresa del soldado.

Indica que dicho funcionario enviará la petición solicitud a la dependencia encargada de elaborar los actos administrativo de altas y bajas, con el fin de que se verifique que cuenta con la constancia expedida por la orden religiosa correspondiente que lo acredite como clérigo o religioso, la cual fue allegada a la presente acción.

Al ser procedente la desincorporación de las Fuerzas Militares se garantiza los exámenes de evacuación correspondientes y el traslado a su ciudad de origen, y una vez realizado dicho trámite, el señor MIGUEL ANTONIO SOSA GONZÁLEZ deberá acercarse al Distrito Militar correspondiente para definir su situación militar.

Señala que en atención a las disposiciones legales y constitucionales, ese comando procederá, previo agotamiento de los trámites administrativos, al desacuartelamiento.

- Las demás entidades accionadas y vinculadas no se pronunciaron dentro del término concedido.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.
5.- SE CONSIDERA
El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde al Tribunal como juez constitucional en sede de tutela, determinar si en el presente evento se presentó una vulneración a los derechos fundamentales reclamados por el actor, susceptibles de ser amparados por este excepcional mecanismo. Previo a ello debe pronunciarse la Sala respecto de la legitimación por activa del tutelante.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El señor SOSA BEDOYA acude ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra los derechos fundamentales de su hijo MIGUEL ANTONIO SOSA BEDOYA, toda vez que fue reclutado por el Distrito Militar N°22 desde mayo 16 de 2017, y pese a que desde mayo 31 siguiente elevó derecho de petición para que le sea reconocida su condición de objetor de conciencia, la citada dependencia no se ha pronunciado al respecto.

5.2.1- Legitimación por activa

No obstante la informalidad y subsidiariedad de la acción de tutela, con ella se busca la protección de derechos personalísimos y es claro que en principio debe ser interpuesta directamente por el afectado,

De igual forma la Corte Constitucional ha indicado que si una persona considera que sus garantías constitucionales fueron vulneradas podrá ejercer la acción de tutela (i) por sí misma, (ii) a través de un representante, (iii) por el Defensor del Pueblo y los personeros municipales, o (iv) mediante la figura de agencia oficiosa, siempre y cuando el afectado no se encuentre en condiciones para actuar en su propia defensa. Al respecto, se ha señalado que resulta procedente que un tercero interponga acción de tutela en nombre de otra que no puede ejercer su propia defensa, situación que se debe manifestar en la demanda de amparo
. Con base en ello el máximo Tribunal ha reiterado los elementos para que proceda la agencia oficiosa en materia de tutela, a saber: “(i) la necesidad de que el agente oficioso manifieste explícitamente que está actuando como tal, y (ii) que el titular de los derechos invocados no se encuentre en condiciones para instaurar la acción de tutela a nombre propio”.

Concretamente en los eventos en que se pretenden agenciar derechos de un descendiente que fue incorporado a la filas del ejército, la jurisprudencia ha establecido que: “[…]Es válido que un padre de familia agencie los derechos fundamentales de un hijo mayor de edad, reclutado por el Ejército, siempre que: (i) esté actuando como agente oficioso; (ii) figure expresamente o se infiera del contenido de la tutela que el titular de los derechos (joven reclutado) no está en condiciones materiales para promover su propia defensa porque está prestando el servicio militar obligatorio; y (iii) demuestre que no existe otro mecanismo idóneo ni eficaz para amparar los derechos fundamentales invocados […]”

Acorde con lo dicho, resulta claro que el señor REINEL ANTONIO se encuentra legitimado para realizar la reclamación que presenta, toda vez que indicó claramente que actúa como agente oficioso de su hijo, en cuanto éste se encuentra prestando el servicio militar en el Batallón Especial Energético Vial N° 1 “Juan José Neira”, de lo que se infiere que se encuentra en imposibilidad de promover su propia defensa, y no existe otro mecanismo idóneo para buscar la protección de los derechos invocados.
5.2.1- Caso concreto

En orden a resolver la pretensión de amparo se debe decir que el servicio militar es una obligación de naturaleza constitucional, conforme se deriva de los artículos 2°, 95 y 216 de la Carta Política; por tanto, la obligación de prestar el servicio militar no obedece a una imposición caprichosa, sino que es el producto del cumplimiento de un deber que no es potestativo, ya que aunque los derechos de los ciudadanos no deben ser desconocidos por las autoridades estatales, prima el interés común.

No obstante, el legislador en el artículo 28 de la Ley 48 de 1993, por medio de la cual reguló todo lo relacionado con el servicio militar obligatorio, fijó exenciones para el cumplimiento de ese deber en tiempos de paz, y en lo que atañe al tema que es objeto de la presente tutela se debe resaltar la consagrada en el literal a: “[…] Los clérigos y religiosos de acuerdo a los convenios concordatarios vigentes. Así mismo los similares jerárquicos de otras religiones o iglesias, dedicados permanentemente a su culto […]”.

La jurisprudencia constitucional, a partir de la sentencia C-728 de 2009
, ha desarrollado lo atinente al derecho fundamental a la objeción de conciencia como causal de exoneración del servicio militar, y se ha sostenido que pese a que hay omisión legislativa en ese sentido, ella procede siempre y cuando se pruebe que existe un profundo, fijo y auténtico dictamen de conciencia, una convicción profunda que impida cumplir el deber. Concretamente sobre las condiciones que debe cumplir un objetor de conciencia señaló:
“[…]5.2.6.1.En primer lugar, cabe resaltar que las convicciones o las creencias que son objeto de protección constitucional, tienen que definir y condicionar la actuación de las personas. Esto es, su obrar, su comportamiento externo. No puede tratarse de convicciones o de creencias que tan sólo estén en el fuero interno y vivan allí, que no transciendan a la acción. En tal sentido, si una convicción o una creencia han permanecido en el fuero interno durante algún tiempo, al llegar el momento de prestar el servicio militar obligatorio, tal convicción o creencia puede seguir limitada a ese ámbito interno. No existe en tal caso, en principio, un deber constitucional de garantizar el derecho a no ser obligado a actuar en contra de su conciencia. 

5.2.6.2.  En tal sentido, todo objetor de conciencia tendrá la mínima obligación de demostrar las manifestaciones externas de sus convicciones y de sus creencias. Es su deber, probar que su conciencia ha condicionado y determinado su actuar de tal forma, que prestar el servicio militar obligatorio implicaría actuar en contra de ella.
5.2.6.3. Ahora bien, las convicciones o creencias que se invoquen, además de tener manifestaciones externas que se puedan probar, deben ser profundas, fijas y sinceras.

 5.2.6.5. Finalmente, basta señalar que hasta tanto no se considere un proceso especial, reglamentado por el legislador, las objeciones de conciencia que presenten los jóvenes, deberán ser tramitadas de forma imparcial y neutral, de acuerdo con las reglas del debido proceso, y, en todo caso, el derecho constitucional de objeción de conciencia, puede ser objeto de protección por parte de los jueces de tutela […]”.

En el caso sometido a estudio, se tiene que el progenitor del joven MIGUEL ANTONIO SOSA GONZÁLEZ, con posterioridad a la incorporación de éste -mayo 31 de 2017-, presentó solicitud en la que pidió aplicar la citada objeción de conciencia a favor de su hijo, entre otras cosas, por cuanto se encuentra dedicado a la vida religiosa y es Ministro Evangelista de tiempo completo de la Iglesia Dios Vivo desde noviembre 10 de 2016, requerimiento frente al cual no había recibido respuesta.
De conformidad con lo establecido en la sentencia T-455/14, el término para resolver las solicitud de objeción de conciencia es el mismo consagrado para el derecho de petición, esto es, 15 días hábiles, de acuerdo con el artículo 14 de la Ley 1755/15, y puntualmente se indicó: “[…] En segundo término, en tanto para el caso las autoridades militares operan en su condición de autoridades administrativas, están obligadas a responder de fondo las solicitudes de exención de la prestación del servicio militar, basadas en el ejercicio del derecho a la objeción de conciencia, según las reglas definidas por el legislador para el derecho de petición y las condiciones constitucionales sobre el contenido y alcance de ese derecho, descritas en el fundamento jurídico 9 de esta sentencia.  Esto quiere decir, entre otros aspectos, (i) que las autoridades militares deben resolver lo pedido en el término máximo de quince días contados a partir de la formulación de la solicitud de exención al servicio militar obligatorio; (ii) que la respuesta debe ser material y de fondo, es decir, debe resolver si es o no procedente la exención al servicio militar obligatorio; (iii) en caso que se niegue la solicitud, debe expresar las razones que fundamentan esa negativa; y (iv) en cuanto se trata de una actuación administrativa, las autoridades militares deben responder la solicitud de exención mediante acto administrativo, el cual debe ser notificado conforme a la ley al interesado, indicándosele los recursos que puede interponer respecto de lo decidido.  […]”
En ese sentido, se tiene que era un deber del Distrito Militar N° 22 pronunciarse de fondo sobre lo solicitado dentro del plazo legal, con lo cual no cumplió, ya que al momento de interponer el amparo no había emitido la contestación correspondiente pese a que había expirado el término máximo para ello. No obstante, a la hora de ahora se sabe que la citada dependencia del Ejercito Nacional emitió respuesta sobre lo requerido, la cual se ajusta a los presupuestos jurisprudenciales, y la misma fue notificada al tutelante mediante correo electrónico el pasado 14 de julio.

No puede entonces negarse la razón que le asistía al instaurar la tutela, porque al momento de interponer la tutela no se le había dado respuesta a su requerimiento, ya que se indica que debe allegarse la documentación necesaria para proceder al estudio de lo solicitado, pero  lo que ahora se aprecia es que tal situación se encuentra debidamente satisfecha, a consecuencia de lo cual es necesario indicar que se ha  configurado un hecho superado en ese sentido.
Ahora, si bien la acción de tutela también está encaminada a la protección de los derechos a la objeción de conciencia y al debido proceso, en aras a que se acepte la solicitud presentada con ese propósito, y se ordene el desacuartelamiento y la definición de la situación militar de MIGUEL ANTONIO SOSA GONZÁLEZ, la Sala no accederá a dicha pretensión por las razones que a continuación se exponen:

Como  se dijo en precedencia, de acuerdo con lo consignado en la sentencia C-729/09 para que pueda hacerse efectivo el derecho fundamental a la objeción de conciencia como causal de exoneración del servicio militar, debe probarse que existe un profundo, fijo y auténtico dictamen de conciencia, una convicción profunda que impida cumplir el deber, lo cual se hace necesario demostrar con la documentación pertinente.

Lamentablemente, una situación tan particular tiene que ser acreditada en formar personal por quien considera estar inmerso en dicha causal, y en el asunto sometido a estudio, como ya se indicó, la solicitud fue presentada por el progenitor del soldado, y no directamente por él. 

A lo anterior se suma, que el joven al momento de firmar el acta de compromiso no hizo ninguna manifestación sobre dicho tema, como se evidencia en la copia de la misma aportada por el Distrito Militar N°22.

En esas condiciones, tal como se indicó por el Segundo Comandante del  Batallón Especial Energético Vial N° 1, debe contarse con el consentimiento del reclutado para proceder al trámite consiguiente, y una vez acreditados esos singulares requisitos, se accederá a su desincorporación.

Acorde con lo anterior, no encuentra la Sala que sea indispensable la intervención del juez constitucional, puesto que actualmente se está adelantando el trámite pertinente para determinar la viabilidad de la petición invocada; por tanto, se no se advierte la vulneración de los derechos al debido proceso y a la objeción de conciencia, y en consecuencia se negará el amparo deprecado.
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo del derecho de petición del actor, por haberse configurado un hecho superado.
SEGUNDO: SE NIEGA el amparo de los derechos al debido proceso y a la objeción de conciencia, conforme lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-514 de 2006.


� Sentencia T-294 de 2004.


� Sentencia T-004 de 2016.


� M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo
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